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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 Comparecen los apelantes, Juan C. Ruaño Muñoz y Rule 

Caribbean Investment Trust,1 y nos solicitan la revocación de la 

Sentencia Parcial emitida el 27 de abril de 2018,2 notificada el 21 de 

mayo de 2018, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan.  En el referido dictamen, el foro apelado declaró con lugar la 

solicitud de desestimación parcial de la reconvención, instada por 

El Monte Town Center, LLC y El Monte Tower, LLC.  

Consecuentemente, el reclamo de los apelantes para la disolución 

de las compañías fue denegado. 

 Veamos, a continuación, el tracto procesal pertinente a la 

cuestión planteada. 

I 

 Este caso se inicia el 28 de marzo de 2016, ocasión en que el 

señor Juan C. Ruaño Muñoz incoó una demanda por 

incumplimiento de contrato contra El Monte Town Center, LLC 

(EMTC) y El Monte Tower, LLC (EMT).3  El señor Ruaño Muñoz 

reclamó el pago de dos pagarés a su favor; ambos suscritos por el 

señor Jacobo Ortiz Blanes el 8 de julio de 2013, con fecha de 

vencimiento de 1 de enero de 2041 e intereses al ocho por ciento 

(8%) anual, más una suma equivalente de diez por ciento (10%) del 

principal de la obligación. Los documentos obligacionales 

consignaron su pago, mediante trescientos (300) plazos, a partir de 

1 de enero de 2016. El instrumento no negociable ni transferible por 

$142,288.00 (Pagaré 1) obligó a EMTC.4 De su cuerpo no surge una 

cláusula de subordinación, pero sí parece tener un endoso a esos 

                                                 
1 Urban Acquisitions Corp. es el fiduciario del fideicomiso Rule Caribbean 

Investment Trust. Véase, Escritura Pública 32 de 30 de diciembre de 2011. 

Apéndice del recurso, págs. 237-255; 256. 
2 Transcrita el 14 de mayo de 2018. 
3 Apéndice del recurso, págs. 14-29. 
4 Affidávit 185 ante la Notaria Pública Amanda Lydia Hernández Fernández.  
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efectos. En cuanto al segundo pagaré no negociable ni transferible, 

por $204,756.00 (Pagaré 2), en que EMT se obligó,5 éste sí estaba 

subordinado a la primera hipoteca que se constituyó sobre una 

propiedad denominada como 650 Plaza, pero que luego fue objeto 

de un refinanciamiento.6 

 Estas alegadas acreencias surgen porque, como miembro de 

las compañías de responsabilidad limitada, el señor Ruaño Muñoz 

invirtió en EMTC un monto ascendente a $241,166.00 a EMTC, de 

los cuales, $98,878.00 fueron reconocidos como aportación de 

capital y $142,288.00 como un préstamo.  En relación con EMT, el 

inversor contribuyó con un total de $347,044.00; de los que se 

capitalizaron $142,288.00 y $204,756.00 como un préstamo. 

 Luego de varios trámites judiciales, EMTC y EMT contestaron 

la demanda en su contra y reconvinieron.7 Entre otras defensas, 

adujeron que la reclamación no aducía hechos que justificaran un 

remedio, puesto que la deuda era inexistente, debido a que las 

compañías convirtieron los pagarés en capital. De acuerdo con 

EMTC y EMT, esta conversión fue aprobada por un 69.51 por ciento 

de los propietarios el 19 de marzo de 2016, por virtud de la Ley 

General de Corporaciones, infra, y la Sección 6.7 de los contratos de 

las compañías de responsabilidad limitadas.8  

Así, pues, el señor Ruaño Muñoz solicitó infructuosamente la 

desestimación de la reconvención.9  Sin embargo, en el dictamen 

                                                 
5 Affidávit 191 ante la Notaria Pública Amanda Lydia Hernández Fernández. 
6 Apéndice del recurso, págs. 41-44. 
7 Apéndice del recurso, págs. 101-139. 
8 Véase, además, Alegato en Oposición, pág. 4. 

La disposición mencionada reza como sigue: 

Section 6.7 Conversion of Debt to Equity.  

The Investors have agreed that the outstanding debt of the Company 

incurred with the Investors may be converted to equity, contingent on: (i) 

exchanging the entire debt so that the participation percentages shall 

remain unaltered, (ii) approval by at least sixty nine percent (69%) of the 

total ownership of the Company.   

Apéndice del recurso, págs. 63, 80. 
9 Refiérase al Apéndice del recurso, págs. 140-144; 145-157; 158-176; 177-179. 
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interlocutorio, notificado el 21 de abril de 2017,10 el foro a quo 

concurrió con el demandante y reconvenido en su planteamiento de 

que Rule Caribbean Investment Trust (Rule) era una parte 

indispensable en el pleito, toda vez que sus intereses podrían verse 

afectados con la determinación que, en su día, haga el Tribunal. 

Ello, porque el 7 de noviembre de 2013, el señor Ruaño Muñoz donó 

a Rule,11 por conducto de su fiduciario Urban Acquisition Corp., tres 

inversiones, a saber: (1) el 30.5 por ciento en EMTC;12 (2) el 30.5 por 

ciento en EMT;13 y (3) el 6.73 por ciento en Hato Rey Partners, LLC.14  

El 12 de noviembre de 2013, se emitieron los correspondientes 

certificados.15  

A estos efectos, el 10 de mayo de 2017, EMTC y a EMT 

presentaron una demanda contra tercero, para traer a Rule al 

pleito.16  En respuesta, el 20 de junio de 2017, Rule presentó su 

alegación responsiva y reconvino.17  En lo que nos ocupa, citamos, 

a continuación, las alegaciones esbozadas en la reconvención: 

1. La Parte demandante, RULE CARIBBEAN 

INVESTMENT TRUST (RULE), es una entidad jurídica 
organizada y autorizada a realizar negocios en la 
jurisdicción de Puerto Rico, con capacidad jurídica para 

demandar y ser demandada. Su Fiduciario lo es URBAN 
ACQUISITIONS CORP. una corporación organizada bajo 

las Leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.  
 
2. RULE fue organizado como fideicomiso mediante 

escritura pública número 32 de 30 de diciembre de 
2011 ante el notario Eddie López Alonso. Luego de los 

trámites de rigor, RULE fue debidamente cualificada 
para operar por el Departamento de Hacienda de Puerto 
Rico, y posee su propio número de seguro social. RULE 

es un contribuyente que lleva varios años en operación 
y conforme a tales, radica su propia planilla de 
contribuciones sobre los ingresos generados por sus 

actividades e inversiones.  

                                                 
10 Apéndice del recurso, págs. 180-188. 
11 Apéndice del recurso, págs. 333-336. 
12 Apéndice del recurso, págs. 67-68. 
13 Apéndice del recurso, págs. 85-86. 
14 Apéndice del recurso, págs. 444, 449. 
15 Apéndice del recurso, págs. 345-348. 
16 Apéndice del recurso, págs. 206-213.  El caso comprende también una 

demanda de Rule contra varios codemandados, al amparo de la Regla 19 de 

Procedimiento Civil, sobre procedimientos para obligar a reclamantes adversos a 

litigar entre sí. 
17 Apéndice del recurso, págs. 214-356. 
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[. . .] 

 
5. El fideicomiso demandante, RULE, fue constituido 

allá para el 30 de diciembre de 2011, como parte de un 
proceso formal de planificación hereditaria y 
contributiva del Sr. Juan C. Ruaño Muñoz, quien, a su 

vez es Presidente de Urban Acquisitions Corp., entidad 
que funge como fiduciaria de RULE. Los beneficiarios 
del mismo son los hijos del señor Ruaño y su esposa.  

 
6. Algún tiempo después, el 8 de julio de 2013, el Sr. 

Ruaño formó parte de un grupo de inversionistas que 
participaron de la adquisición de las propiedades 
comerciales localizadas a los 650 y 652 de la Avenida 

Muñoz Rivera y quienes organizaron las dos entidades 
co-demandadas, a saber: EMTC y EMT. Igualmente 

formó parte del grupo de inversionistas que adquirió la 
propiedad sita en la misma Avenida, para lo cual 
organizaron otra compañía de responsabilidad limitada 

conocida como Hato Rey Partners LLC (HRP).  
 
7. El interés del Sr. Ruaño al participar de tales 

iniciativas era el poder transferir sus inversiones al 
fideicomiso RULE, como parte del mencionado proceso 

de planificación contributiva y hereditaria, asunto que 
quedaba garantizado como consecuencia del artículo 
6.118 de los acuerdos de inversionistas de tales 

entidades, así como de la Sección A del Investors 
Agreement las cuales contienen lenguaje idéntico de las 
co-demandadas. (. . .) 

 
[. . .] 

 
8. A tenor con las disposiciones mencionadas, el 30 de 
octubre de 2013, el Sr. Ruaño cursó notificación a las 

co-demandadas así como a Hato Rey Partners LLC 
(HRP), respecto de su interés de proceder con la 

transferencia de sus participaciones en tales entidades 
a favor de RULE.19 (. . .) 
 

[. . .] 

                                                 
18 La referida disposición establece lo siguiente: 

Section 6: Transfer of Interests 

Section 6.1 General Restrictions. Except as specifically provided in this 

Agreement, no Interest Holder at any time shall, voluntarily or 

involuntarily, sell, assign, transfer, make a gift or otherwise dispose of, 

pledge, hypothecate or encumber all or a part of their Ownership 

Participation, except if the transfer or the encumbrance is executed in 

strict compliance with the provisions of this Agreement. The restrictions 
contain herein do not apply to transfers or conveyances by any of the 

Investors to:  

a) their respective spouses or children either by gift, inheritance, 
operation of law, or through trust agreements in which they could be 

presently or ultimately the beneficiaries; and 

b) a corporate investor, may validly transfer and / or convey its 

Ownership Participation, provided that the transferee is a legal entity 

in which the controlling interest is held by the Investor or to a legal 

entity which owns the controlling interest of the Investor or to the 

person that owns the controlling interest itself.   

Apéndice del recurso, págs. 61, 78. 
19 Apéndice del recurso, págs. 330, 331. 
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9. Respecto a la notificación del Sr. Ruaño, Ortiz Blanes, 

quien entonces fungía como Secretario de las entidades 
mencionadas, refirió el asunto para evaluación legal por 

parte del Bufete Ortiz Murias, Siaca y Ortiz Blanes, LLC, 
asesores legales de las tres entidades en cuestión. (. . .) 
 

[. . .] 
 
12. Es importante señalar que el traspaso de sus 

participaciones en EMTC y EMT a RULE se hizo 
mediante una donación y el Sr. Ruaño preparó y radicó 

oportunamente con el Departamento de Hacienda una 
Planilla de Contribución sobre Donaciones conforme lo 
requiere el Código para informar de dicho traspaso.20 

 
14. Finalmente la transacción tuvo lugar en las oficinas 

de las corporaciones del Sr. Ruaño el 13 de noviembre 
de 2013, donde, según acordado, el Sr. Ruaño entregó 
a la Lcda. Hernández para su cancelación los 

certificados de las referidas tres entidades inicialmente 
emitidos a su nombre, y obtuvo a cambio tres nuevos 
certificados de membresía de cada una de tales, a 

nombre de RULE.21 (. . .) 
 

[. . .] 
 
15. Así, desde el 13 de noviembre de 2013, RULE advino 

a ser la nueva miembro inversionista de las co-
demandadas EMTC y EMT, así como también de HRP. 
Dicha condición fue aceptada y ratificada por las 

compañías demandadas emitiendo los 
correspondientes certificados de participación a favor 

de RULE y tratando a dicho fideicomiso hasta el (sic) 
como uno de sus miembros, y cursándole todo tipo de 
comunicaciones y documentos para su aprobación 

como tal.  
 

16. Esa transferencia en todo momento fue aprobada, 
suficiente y perfeccionada (a los fines de RULE 
convertirse en el nuevo miembro de las entidades aquí 

reconvenidas) por los miembros de la Junta de 
Directores de tales entidades, de la cual Ruaño era en 

ese momento uno de tres miembros.  
 
[. . .] 

 
18. Lamentablemente, a partir del 19 de marzo de 2016, 
a los únicos y exclusivos fines de pretender evadir 

ciertas obligaciones de pago para con el Sr. Ruaño sobre 
unos préstamos efectuados por éste a las partes co-

demandadas; éstas partes han pretendido desconocer 
la transferencia de las participaciones a RULE 
efectuadas según autorizadas por los documentos 

constitutivos de las entidades y validados y ejecutados 
a través de su propia firma de abogados conforme a la 

Ley.  
 

                                                 
20 Apéndice del recurso, págs. 337-343. 
21 Apéndice del recurso, págs. 344, 345-347. 
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19. Lo anterior, entre otras razones, debido, a que el Sr. 
Ruaño había decidido renunciar al puesto que ocupaba 

en la Junta de Directores de EMTC y EMT como 
representante del fiduciario de RULE, debido a que la 

familia Ortiz estaba usurpando los poderes de 
gobernanza de la Junta de Directores a los fines de 
manejar las entidades en función de los intereses 

particulares de esa familia tanto en relación con el 
Bufete Ortiz Murtas, Siaca y Ortiz Blanes, como con la 
compañía de administración de propiedades, Las Brisas 

Property Management, también organizada por y 
propiedad de éstos.  

 
20. Al respecto, a pesar de que Ruaño representaba a 
RULE como miembro principal de esas entidades con 

una participación de un 30.5% del capital, y como tal 
era el tercer miembro de la Junta de Directores con 

Ortiz Murias y Ortiz Blanes (uno que administraba el 
Bufete y el otro la compañía de administración de esa 
familia), en reiteradas ocasiones Ortiz Murias le señaló 

que ellos eran quienes ejercían el poder en las 
corporaciones, en violación de los acuerdos 
operacionales.  

 
21. Al pretender Ruaño en su capacidad representativa 

de RULE, ejercitar sus facultades como director en 
atención al deber de fiducia de dicho cuerpo con la 
totalidad de los inversionistas como grupo, y no para 

servir los intereses particulares de la familia Ortiz; [éste] 
fue marginado por los Ortiz, hasta el punto de que se 
vio forzado a renunciar a la Junta, lo que los Ortiz 

aprovecharon para meter a otro miembro de su familia 
a la misma para garantizarse el poder total. La renuncia 

de Ruaño, entre otras, fue motivada por negarse éste a 
representarle falsamente al banco de las entidades que 
la administración de la misma le había sido contratada 

y delegada a la compañía Las Brisas Management, lo 
cual era falso, y certificar unos honorarios por la 

supuesta administración que no habían sido 
acordados.  
 

22. La parte compareciente sostiene que los co-
demandados las demandantes contra tercero EMTC y 
EMT ilícitamente ha[n] estado operando en perjuicio de 

los intereses de los accionistas en general y que su 
operación se ha dirigido a beneficiar impropiamente los 

intereses privados de la familia Ortiz y sus 
corporaciones familiares, quienes han usurpado el 
control total sobre su administración.  

 
23. Por información y creencia de esta parte, mientras 

por un lado esa Junta de los Ortiz gestionó que el resto 
de los inversionistas asintieran a una supuesta 
capitalización de sus acreencias personales con las 

entidades, por el otro continúan emitiendo pagos por 
servicios a sus empresas y acumulándole cuentas por 
pagar a Las Brisas Management por cientos de miles de 

dólares.  
 

24. Debido a la continua violación por parte de los Ortiz 
de los acuerdos operacionales y la manipulación y 
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utilización de las corporaciones para beneficio socio (sic) 
y en perjuicio del interés general de los inversionistas 

en abierta violación a sus deberes fiduciarios, procede 
que el Honorable Tribunal proceda ordenar la 

liquidación de las compañías EMTC y EMT, en tanto y 
en cuanto la usurpación de poderes y desvío de las 
operaciones por los Ortiz impiden la continuación de los 

negocios de la entidad conforme los intereses de los 
inversionistas de maximizar su inversión al 

incorporarse a la entidad.  
 
25. De otra parte, relacionado a ese patrón ilícito de 

actuaciones para desconocer el estado de legalidad 
vigente y los actos propios de tales entidades 
reconociendo a RULE como inversionista con plenos 

derechos; recientemente las partes co-demandadas 
incluso tomaron la determinación de notificar al 

Departamento de Hacienda de Puerto Rico a nombre del 
Sr. Ruaño y no de RULE las planillas informativas 
respecto de los dividendos pagados por las mismas 

durante el año 2016.  
 

26. Así, el 14 de marzo de 2017, se recibieron copias de 
sendos formularios informativos al Departamento de 
Hacienda bajo el Formulario 480.6EC, los cuales fueron 

emitidos por EL Monte Town Center. LLC (EMTC) y El 
Monte Tower LLC (EMT), y en los cuales falsamente se 
informa a esa entidad pública que el Sr. Ruaño Muñoz, 

en su carácter personal es inversionista de dichas co-
demandadas, no RULE. 

 
27. Al respecto, mediante carta de 17 de marzo de 2017, 
la parte demandante prontamente requirió de las co-

demandadas que corrigiesen las referidas declaraciones 
o planillas informativas que resultan al estado de 
derecho vigente por ser contrarias a la transacción de 

transferencia de las participaciones del Sr. Ruaño en 
tales entidades a favor de RULE.  

 
[. . .] 
 

29. Cabe destacar que el caso de Hato Rey Partners LLC 
(HRP), el Sr. Ortiz Blanes intentó realizar el mismo tipo 

de acto ilícito para afectar los intereses de RULE y del 
Sr. Ruaño, pero allí la Junta de Directores le impidió 
ese tipo de actuación y han validado y aceptado sin 

objeción la transferencia efectuada por el Sr. Ruaño de 
sus participaciones en HRP a favor de RULE. En cuanto 
a HRP, Ortiz Blanes fue requerido por su Junta para 

que proveyera a RULE la planilla informativa como 
requiere el Código.  

 
30. No obstante lo anterior, en EMTC y EMT, Ortiz 
Blanes, abusando del control de la entidad que 

mantiene su familia, se mantuvo ignorando la solicitud 
de RULE para que se corrigieran las referidas planillas 

informativas, lo cual tiene como consecuencia el 
impedir que RULE pueda cumplir con sus obligaciones 
contributivas con el Departamento de Hacienda de 

Puerto Rico referentes al año contributivo 2016.  
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31. La incapacidad de RULE de contar con las referidas 
planillas informativas de parte de EMTC y de EMT le 

impide cumplir con una responsabilidad de ley que le 
impone el Código, y la expone a múltiples sanciones 

penales y administrativas, así como al pago de 
intereses, recargos y penalidades. Todo ello como 
consecuencia directa de las acciones ilícitas y de mala 

fe de las demandantes contra tercero.  
 
32. Dicha[s] acciones constituyen acciones culpables o 

negligentes de EMTC y de EMT, que han causado o 
habrán de causar daños y molestias a RULE en una 

cantidad no menor de $500,000.00 por lo que deben 
responder tales solidariamente.  
 

33. Además, RULE sostiene que debido a los actos 
impropios de su junta en conflicto de intereses y 

violación a sus deberes de fiducia malogrando la sana 
administración de EMTC y EMT, RULE ha sufrido una 
pérdida en su inversión de capital en la misma por una 

suma no menor de $4,894.000.  
 
34. De otra parte, RULE solicita que se ordene la 

disolución de EMTC y EMT. Dispone en lo pertinente el 
artículo 19.4[8] de la Ley de Corporaciones, 14 LPRA 

sec. 3998 que: 
 

Ante petición de un miembro o administrador, el 
Tribunal de Primera Instancia podrá ordenar la 
disolución de una CRL siempre que no sea 
razonablemente posible continuar los negocios de 
conformidad con el CCRL. (contrato operacional) 

 
Respetuosamente sometemos que a menos que se 
liquiden las entidades EMTC y EMT, sus inversionistas 
no van a poder realizar el valor de sus inversiones, en 

la medida en que al operarlas para beneficio de sus 
interese[s] y corporaciones privadas familiares, los 

beneficios que éstas generan se van en el pago de 
honorarios de administración y de abogados para tales, 
y a base de comprometer indebidamente con 

endeudamientos irrazonables a las mismas.  
 

35. La parte demandante solicita Sentencia 
Declaratoria para que este Honorable Tribunal 
determine que:  

 
a. A tenor con las disposiciones establecidas en la 
Sección 6.1 de los Acuerdos Operacionales de las 

compañías EMTC y EMT el señor Ruaño Muñoz 
legalmente transfirió sus Certificados de Interés 

en las dichas compañías a un Fideicomiso para 
beneficio de sus hijos.  
 

b. El señor Ruaño cumplió con todos sus deberes 
y obligaciones legales para con el Departamento 

de Hacienda e informó de dicha transferencia 
mediante la planilla correspondiente.  
 

c. Los propios Certificados de Interés emitidos a 
favor de RULE por virtud de los dispuesto en sus 
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Acuerdos Operacionales y de Accionistas en su 
endoso contienen una certificación que lee:  

 
“This certificate of participation is subject to the 
provisions of an investors’ Agreement and the 
terms and conditions of the LLC Operating 
Agreement both dated July 8th, 2013. Copies 
of which, together all amendment, are on file in 
the Company’s principal offices. Any person 
who acquires in any manner the certificate of 
participation, irrespective of whether such 
person has accepted or adopted in writing the 
terms and provisions of both agreements, shall 
be deemed to have accepted or adopted all of 
their terms and provisions and shall be bound 

by them”. 
 

d. Independientemente de lo anterior, por 
disposición expresa de los Acuerdos 
Operacionales, específicamente la Sección 6.1 

esta transferencia cumplía con todos los 
requisitos establecidos ya que era una 
transferencia inter-familiar a beneficio de los 

hijos del señor Ruaño.  
 

e. La declaración de nulidad en cuanto al 
Traspaso de los Certificados de Interés Ruaño-
RULE hecha por las compañías terceras 

demandantes tres años luego de efectuada la 
misma, así como la capitalización de la deuda del 
señor Ruaño fueron s[ó]lo un subterfugio para 

apropiarse ilegalmente de una deuda o dineros 
pertenecientes al señor Ruaño utilizando 

maquinaciones insidiosas ex post facto y actos 
cuestionables e ilegales.  
 

f. En la alternativa, en la medida en que la 
alegada capitalización ocurrió luego de que las 

referidas deudas y representadas por tales 
pagarés habían advenido vencidas, líquidas y 
exigibles por sus propios términos, tales 

acreencias no podía[n] ser capitalizadas, aun 
cuando se entendiera que al momento Ruaño 

permanecía como miembro de las entidades 
demandantes contra tercero (lo cual se niega). 
Igualmente, la referida capitalización fue una 

fraudulenta y simulada pues los tenedores de los 
pagarés alegadamente capitalizados nunca 
negociaron los mismos ni los entregaron para su 

cancelación. Por tanto, en la alternativa de que en 
derecho procediera la referida transacción de 

capitalización obligatoria de los pagarés (lo cual 
se niega), ya mucho antes de la misma fuera 
perfeccionada (lo cual por información y creencia 

aún no ha ocurrido), ya RULE había cumplido 
con cualquier requisito de notificación sobre 

aceptación de los términos de los acuerdos 
operacionales y de accionistas que le fuera 
requerido como condición al perfeccionamiento 

de la transferencia de los certificados de 
transferencia de Ruaño a RULE que fuera 
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requerido al amparo de la Sección 6.522 de tales 
acuerdos, en caso de que le resultaran aplicables 

(lo cual se niega).  
 

g. La[s] compañías demandadas EMTC y EMT 
emitieron ilegalmente información errónea al 
Departamento de Hacienda con pleno 

conocimiento de que lo que estaban haciendo es 
conducta que constitutiva de delito y accionable 
judicialmente, privando a la parte compareciente 

de reportar cualquier ingreso o pérdida que haya 
surgido en el año contributivo pasado [2016] y 

afectando la credibilidad de la transferencia o 
donación realizada por el señor Ruaño a favor de 
RULE.  

 
h. Debido a todas las actuaciones ilícitas y en 

conflicto de interés y violatorias de los deberes de 
fiducia de la Junta que han tornado obsoleto el 
objetivo original de los inversionistas para hacer 

negocios el tribunal ordene la disolución de EMTC 
y EMT, bajo el Artículo 19.48 de la ley.  
 

[. . .] (Subrayado nuestro). 
 

 EMTC y EMT incoaron una solicitud de desestimación parcial 

de la reconvención.23 En específico, se opusieron a la petición de 

disolución judicial. Argumentaron que, aun asumiendo las 

alegaciones de Rule como ciertas, éstas resultaron insuficientes 

para sostener el remedio solicitado.  Rule se opuso a la 

desestimación;24 y arguyó que las alegaciones cumplían con el 

estándar de la Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil. En 

particular, se refirió a los enunciados 18-24, 32-34 antes citados.  

EMTC y EMT replicaron.25 

 El 25 de mayo de 2018, el Tribunal de Primera Instancia 

notificó una Sentencia Parcial, en la que desestimó la reclamación 

                                                 
22 Dicha Sección establece: 

Section 6.5 Conditions for New Members.  

Notwithstanding anything else fountained herein, no Person at any time 

shall be admitted as a Member of the Company unless: The Person delivers 

to the Company a written instrument agreeing to be bound by the terms 

of this Agreement, as it may have been amended from time to time; and 

the admission of such Person as a Member will not result in the 

termination of the Company. 

Apéndice del recurso, págs. 62-63, 79-80. 
23 Apéndice del recurso, págs. 493-500. 
24 Apéndice del recurso, págs. 501-513. 
25 Apéndice del recurso, págs. 514-516. 
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de disolución de EMTC y EMT.26  Rule  solicitó una oportuna 

reconsideración;27 pero el foro primario no varió su determinación, 

lo que notificó el 19 de junio de 2018.28 

 El 18 de julio de 2018, el señor Ruaño Muñoz y Rule 

comparecieron ante esta curia, mediante un recurso de apelación y 

señalaron el siguiente error de derecho: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al desestimar la 
solicitud de liquidación de las compañías demandadas 
sin exponer ni hacer un análisis detallado de las 

alegaciones de la Reconvención y adoptando un 
est[á]ndar m[á]s estricto para el análisis de las 

alegaciones en el contexto de una solicitud de 
desestimación que el que prevalece en nuestro Derecho 
Procesal Civil de acuerdo a la jurisprudencia del 

Tribunal Supremo de Puerto Rico. 
 

 En cumplimiento de orden, el 18 de septiembre de 2018, 

EMPC y EMT presentaron un alegato conjunto, por lo que, con el 

beneficio de ambas comparecencias, podemos resolver. 

II 

A 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil contempla que una parte 

pueda solicitar la desestimación de la acción en su contra a base de 

varios supuestos.  La desestimación es un pronunciamiento judicial 

que resuelve el pleito, final o parcialmente, de forma desfavorable 

para el demandante o reconveniente, sin celebrar un juicio en su 

fondo o en los méritos. S.L.G. Sierra v. Rodríguez, 163 DPR 738, 745 

(2005). 

La precitada Regla dispone lo siguiente:    

                                                 
26 Apéndice del recurso, págs. 1-13.  El dictamen fue emitido el 27 de abril de 

2018 y transcrito el 14 de mayo de 2018. 

Cabe señalar que la parte compareciente presentó otro recurso (KLAN20180784), 

mediante el que impugnó otro dictamen del foro primario.  Por consiguiente, los 

comparecientes solicitaron varias veces la consolidación de ambos casos, incluso, 

con la anuencia de los apelados. Luego de que los paneles intimados 

examináramos las peticiones, declaramos No Ha Lugar la consolidación, por 

tratarse de controversias y dictámenes distintos.  Véanse, Resolución de 15 agosto 

de 2018, Resolución de 21 de agosto de 2018 y Resolución de 24 de agosto de 

2018. 
27 Apéndice del recurso, págs. 629-635. 
28 Apéndice del recurso, págs. 636-637. 
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Toda defensa de hechos o de derecho contra una 
reclamación se expondrá en la alegación responsiva 

excepto que, a opción de la parte que alega, las 
siguientes defensas pueden hacerse mediante una 

moción debidamente fundamentada: (1) falta de 
jurisdicción sobre la materia; (2) falta de jurisdicción 
sobre la persona; (3) insuficiencia del emplazamiento; 

(4) insuficiencia del diligenciamiento del 
emplazamiento; (5) dejar de exponer una reclamación 
que justifique la concesión de un remedio; (6) dejar 

de acumular una parte indispensable.    
  

[. . .] 
 

32 LPRA Ap. V, R. 10.2. (Énfasis nuestro). 

  

Como surge del precepto regulador, éste permite que un 

demandado o reconvenido le solicite al tribunal la desestimación de 

la demanda en su contra por el fundamento de que la acción no 

expone una reclamación que justifique la concesión de un remedio. 

El Día, Inc. v. Mun. de Guaynabo, 187 DPR 811, 821 (2013), que cita 

a Torres Torres v. Torres et al., 179 DPR 481, 501 (2010). Es norma 

reiterada que, ante una solicitud basada en la quinta modalidad de 

la Regla, los tribunales deben considerar como ciertas las 

alegaciones de la demanda de la manera más favorable a la parte 

demandante. El Día, Inc. v. Mun. de Guaynabo, supra, a la pág. 821; 

García v. E.L.A., 163 DPR 800, 814 (2005); Roldán Rosario y otros v. 

Lutrón, S. M., Inc., 151 DPR 883, 891 (2000); Pressure Vessels P.R. 

v. Empire Gas, P.R., 137 DPR 497 (1994).  Para que pueda prevalecer 

una moción bajo este fundamento, es necesario que el demandado 

demuestre que el demandante no tiene derecho a remedio alguno, a 

base de las alegaciones formuladas en la demanda. Consejo Titulares 

v. Gómez Estremera et al., 184 DPR 407, 423 (2012); Pressure 

Vessels P.R. v. Empire Gas, P.R., supra, a la pág. 505.  Claro está, la 

doctrina sólo se aplica a los hechos bien alegados, sin considerar las 

conclusiones de derecho o aquéllas de naturaleza hipotéticas. José 

Cuevas Segarra, Tratado de derecho procesal civil t. II, págs. 528-

529 (2ª ed. Publicaciones JTS 2011); Rafael Hernández Colón, 

Práctica jurídica de Puerto Rico: Derecho Procesal Civil § 3901, pág. 
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369 (5ª ed. Lexis Nexis 2010), que cita a Ashcroft v. Iqbal, 556 US 

662 (2009).   

Como se sabe, en conformidad con nuestro derecho procesal 

civil, la Regla 6.1 de las de Procedimiento Civil29 dispone que, en 

una demanda, la parte reclamante relaciona de manera sucinta y 

sencilla aquellos hechos demostrativos que justifican la concesión 

de un remedio, que en derecho le corresponde. Regla 6.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 6.1. Acerca de esta norma el 

Informe de Reglas de Procedimiento Civil30 consigna que “[l]as 

aseveraciones contenidas en las alegaciones tienen el propósito de 

notificar a grandes rasgos cuáles son las reclamaciones y defensas 

de las partes”.31  El documento del Tribunal Supremo de Puerto Rico 

añade lo siguiente: 

Las alegaciones contendrán una relación sucinta y 

sencilla de los hechos conocidos por el peticionario al 
momento de presentar su alegación y que demuestren 
que tiene derecho a un remedio. Por tanto, no tiene que 

exponerse en detalle todos los hechos en que basa su 
reclamación. La norma requiere que en las alegaciones 
se aporte una relación de hechos, con el propósito de 

que las partes y el tribunal puedan apreciar con mayor 
certeza los eventos medulares de la controversia. 

Asimismo, la parte demandada queda debidamente 
notificada de la naturaleza del pleito en su contra y 
pueda comparecer a defenderse. 

 
Id.32 

 

Se ha dicho, además, que la Regla 6.1, supra, debe analizarse 

junto con el precepto de la Regla 9.1 que establece, en lo pertinente, 

que “[l]a firma del abogado o abogada, o de la parte equivale a 

                                                 
29 La Regla 6.1. dispone: 

Solicitud de remedio  

Una alegación que exponga una solicitud de remedio contendrá:  

(1) una relación sucinta y sencilla de los hechos demostrativos de que la 

parte peticionaria tiene derecho a un remedio, y  

(2) una solicitud del remedio a que crea tener derecho. Podrán ser 

solicitados remedios alternativos o de diversa naturaleza. 

32 LPRA Ap. V, R. 6.1. 
30 Secretariado de la Conferencia Judicial y Notarial del Tribunal Supremo de 

Puerto Rico, Informe de Reglas de Procedimiento Civil pág. 70, (marzo 2008). 
31 Cita a Álamo v. Supermercado Grande, Inc., 158 DPR 93 (2002); Sánchez v. Aut. 
de los Puertos, 153 DPR 559 (2001) y a Bco. Central Corp. v. Capitol Plaza, Inc., 
135 DPR 760 (1994). 
32 Cita a López v Secretario, 162 DPR 345 (2004). 



 
 

 
KLAN201800785   

 

15 

certificar que (...) ha leído el escrito y que, de acuerdo con su mejor 

conocimiento, información y creencia, formada luego de una 

investigación razonable, dicho escrito está bien fundado en los 

hechos y respaldado por el derecho vigente, y que no se ha 

presentado con el propósito de causar una injusticia, dilación u 

opresión o de aumentar el costo del litigio”.  32 LPRA Ap. V, R. 9.1. 

Esta responsabilidad busca evitar la presentación de pleitos frívolos; 

e impone al abogado no sólo una carga de naturaleza procesal, sino 

también ética.33 Véanse, Tenorio v. Hosp. Dr. Pila, 159 DPR 777, 785 

(2003); In re Guadalupe, Colón, 155 DPR 135, 150-151 (2001). 

B 

 De otra parte, una compañía de responsabilidad limitada 

(CRL) “es una entidad no incorporada con personalidad jurídica 

propia, separada de los miembros que la constituyen” y organizada 

por virtud del Capítulo XIX de la Ley General de Corporaciones, Ley 

Núm. 164-2009, 14 LPRA §§ 3501 y ss. Carlos Díaz Olivo, 

Corporaciones: Tratado Sobre Derecho Corporativo, pág. 569 (2ª ed. 

del autor 2016); 14 LPRA § 3951(e).  El profesor Díaz Olivo expresa 

que, entre las características principales de esta entidad, figura la 

amplia flexibilidad contractual para “estructurar los asuntos 

internos de la empresa”. Id.  A estos efectos, el contrato de la 

compañía de responsabilidad limitada (CCRL) constituye la fuente 

primordial de regulación de la entidad; mientras que la Ley Núm. 

164-2009 viene a suplir aquellas cuestiones omitidas en el CCRL. 

Id., pág. 570, 573; 14 LPRA § 3951(g).  

El CCRL también conocido como el acuerdo 
operacional, se define como el contrato escrito que 
adoptan los miembros de una CRL para regir los 

asuntos internos y [de] administración de la entidad. 
(...)  

 
El CCRL es la piedra angular sobre la que se estructura 
la CRL, pues constituye el acuerdo básico entre los 

miembros en donde se regulan los negocios y asuntos 

                                                 
33 Véase, Canon 18 del Código de Ética Profesional de Puerto Rico de 1970. 
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de la compañía. En ese sentido, el contrato de CRL es 
un documento crucial en toda CRL. La Asamblea 

Legislativa procuró dotar a los miembros de una CRL de 
flexibilidad total para configurar internamente la 

estructura de (sic) administrativa y económica que 
mejor se ajuste a sus expectativas de negocios y 
necesidades personales. El Capítulo XIX, en principio, 

establece una serie de normas supletorias que entran 
en operación en ausencia de disposición específica en el 

CCRL. Por consiguiente, al confeccionar el CCRL los 
miembros pueden diseñar e implantar internamente la 
estructura administrativa, operacional y financiera que 

mejor se acomode a sus expectativas. 
 

Díaz Olivo, op. cit., pág. 573. 

 

La CRL se nutre de las aportaciones prestadas por algunos o 

todos sus miembros, a través de una amplia gama de recursos, a 

saber: efectivo, propiedades, servicios, pagarés, etc.34 La tenencia de 

un derecho económico en una CRL se denomina “interés”; y conlleva 

tanto la participación en las ganancias como de las pérdidas.  14 

LPRA § 3951(j).  Ahora bien, aclara el tratadista que “un interés 

puede también poseerse por una persona que no es miembro” de la 

CRL, así como que “la condición de miembro no necesariamente 

conlleva la tenencia de derechos económicos sobre la entidad”. Díaz 

Olivo, op. cit., págs. 579-580; 14 LPRA § 19.18 (D).   

La admisión de los miembros de una CRL dependerá de lo 

dispuesto en el CCRL; y estará sujeta a la formación de la compañía 

y, de permitirlo el CCRL, al momento en que el registro de ésta refleje 

la admisión de más miembros.35 14 LPRA § 19.18 (A).  Es meritorio 

señalar que lo anterior no incluye a los acreedores de los miembros, 

toda vez que la Ley Núm. 164-2009 establece que éstos no tendrán 

derecho alguno de obtener la posesión del interés ni a ejercer 

derechos en la CRL, aunque sí podrán solicitar al tribunal 

                                                 
34 En lo que concierne a la demanda original del caso de autos, que versa sobre el 

cobro de dos pagarés no negociables, éstos se han definido como bienes muebles 

que se crean “como consecuencia de un negocio jurídico que ha sido celebrado 
entre dos o más personas” y sirven como “evidencia documental de una obligación 

que puede nacer, transformarse o extinguirse fuera del documento”.  Miguel 

Garay Aubán, Derecho cambiario: Instrumentos negociables págs. 4-5 (reimpresión 

Bibliográficas 2009). 
35 La Sección 2 de los acuerdos de EMTC y EMT comprende todo lo relacionado a 

los miembros de las entidades. Véase, Apéndice del recurso, págs. 56-57; 73-74.  
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competente que su acreencia se cargue contra el interés de su 

deudor, miembro o cesionario de una CRL.  14 LPRA § 3994. 

Los miembros pueden, pero no tienen que ser dueños 
de la empresa. La Ley permite que las CRL admitan a 
una persona como miembro, sin llegar a adquirir un 

interés o participación en la CRL. De ordinario, la 
titularidad sobre una empresa se identifica con la 
tenencia de un interés económico y con el derecho a 

participar de la administración de la entidad. En el caso 
de las CRL, ésta no es necesariamente la situación. 

Debido a la amplia flexibilidad que la Ley confiere 
respecto a la estructuración de los asuntos internos de 
una CRL, a los miembros pueden reconocérseles 

completamente las prerrogativas características de la 
titularidad, pero también pueden alterarse y 

establecerse arreglos parcial o totalmente distintos. 
 
La medida y extensión en la que la membresía y la 

titularidad estén consolidadas o desvinculadas, 
dependerá de lo que se establezca en el CCRL. Es 
posible, entonces, que las características que 

tradicionalmente se asocian con la titularidad de una 
empresa, recaigan sobre una persona que 

sencillamente no es miembro de la compañía. 
 
Díaz Olivo, op. cit., pág. 573. 

 

 En cuanto a la renuncia de los miembros de una CRL, el 

estatuto confiere deferencia a lo que se establezca en el CCRL. 14 

LPRA § 3987.36 Esto puede implicar que, salvo pacto en contrario, 

un miembro no pueda renunciar de manera unilateral previo a la 

disolución o liquidación. De contemplarse la dimisión, el 

renunciante tendría derecho “a recibir el justo valor en el mercado 

de su interés en la entidad a la fecha de su renuncia (. . .)”. Díaz 

Olivo, op. cit., pág. 582; 14 LPRA § 3988.  

Con relación a la cesión de interés, la Ley Núm. 164-2009 

permite su transferencia en todo o en parte, siempre y cuando, ello 

no contravenga el CCRL.37 De ordinario, el miembro de una CRL 

cesará de ser considerado como miembro en caso que ceda 

completamente su interés; y el cesionario del interés no tendrá 

                                                 
36 EMTC y EMT vislumbran en sus acuerdos la renuncia involuntaria. Véase, 

Sección 7, Apéndice del recurso, págs. 63, 80. 
37 La Sección 6 de los acuerdos de EMTC y ETC disponen los asuntos sobre las 

cesiones de interés. Apéndice del recurso, págs. 61-63, 78-80. 
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derecho a participar en la administración de los negocios y asuntos 

de la CRL.  Por supuesto, todo ello, según lo delimite el CCRL y su 

holgada flexibilidad. 14 LPRA § 3993.   

Finalmente, en lo atinente al presente caso, cabe señalar que, 

una vez se constituye una CRL, su existencia es perpetua, salvo que 

otra cosa disponga el CCRL. El Artículo 19.47 de la Ley Núm. 164-

2009 establece unas causas genéricas de disolución, tales como: 

una fecha cierta acordada, la ocurrencia de un evento específico 

previsto y consignado en el CCRL, por acuerdo de sus miembros 

conforme a sus participaciones, la inexistencia de miembros o por 

decreto judicial. 14 LPRA § 3997 (A) (1-5). En ausencia de un 

acuerdo, la Ley Núm. 164-2009 dispone una salvaguarda de que la 

“muerte, retiro, renuncia, expulsión, quiebra o disolución de 

cualquier miembro o la ocurrencia de cualquier otro evento que 

termine la membresía continua de cualquier miembro no causará 

que la CRL sea disuelta o que sus negocios sean concluidos, y al 

momento de la ocurrencia de cualesquiera de dichos eventos, la CRL 

continuará su existencia sin ser disuelta”. 14 LPRA § 3997 (B). 

Como mencionáramos, la Ley Núm. 164-2009 estatuye que 

una orden de un tribunal competente podrá disolver y concluir los 

negocios de una CRL, al palio del Artículo 19.48, que versa sobre la 

disolución judicial. 14 LPRA § 3997 (A) (5). 

La referida disposición reza como sigue:38 

Ante petición de un miembro o administrador, el 
Tribunal de Primera Instancia podrá ordenar la 
disolución de una CRL siempre que no sea 

razonablemente posible continuar los negocios de 
conformidad con el CCRL. 

 
  14 LPRA § 3998. (Énfasis nuestro). 
 

                                                 
38 La norma se asemeja a la disposición de la Sección 18-802, Capítulo 18 del 

Título 6 de Delaware, que establece: “On application by or for a member or 

manager the Court of Chancery may decree dissolution of a limited liability 

company whenever it is not reasonably practicable to carry on the business in 

conformity with a limited liability company agreement”. 
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 Así, pues, entre los eventos que el estatuto identifica capaces 

de provocar la disolución de la CRL, está la acción judicial. En 

cuanto a ésta, la Ley Núm. 164-2009 confiere legitimación activa a 

los miembros y administradores de la CRL para instar la acción.  

Este derecho es renunciable. Díaz Olivo, op. cit., págs. 587-588. 

Entre los criterios a considerar al evaluar la solicitud —los cuales 

han sido esbozados de tiempo en tiempo en jurisprudencia 

persuasiva estadounidense— se encuentran aquellas 

circunstancias como, por ejemplo, que no haya acuerdos salvables 

en el voto de los miembros y el CCRL no prevea un remedio para 

sobrellevar el impasse. También podría ordenarse la disolución 

debido a la condición financiera de la CRL; o porque en realidad no 

exista un negocio que operar bajo sus cláusulas. 

Independientemente de las circunstancias fácticas presentes, éstas 

deben tener el efecto de que la continuación de la operación del 

negocio o el avance del propósito comercial establecido no sean 

razonablemente factibles.39  Id., pág. 587, que cita a Fisk Ventures, 

LLC v. Segal, 2009 WL 73957, 35 Del. J. Corp. L. 357 (Del. Ch. Jan. 

13, 2009).  

Sin embargo, en Fisk Ventures, LLC v. Segal, el tribunal 

expresa “(. . .) there is no need to show that the purpose of the limited 

liability company has been ‘completely frustrated’. The standard is 

whether it is reasonably practicable for [the company] to continue to 

                                                 
39 En Fisk Ventures, el tribunal expresó:  

For example, in PC Tower, this Court found that the relevant partnership 

agreement stated that the partnership’s business purpose was to acquire 

land in the hope of making a future profit. The Court held that the 

partnership was unable to carry on its business in a reasonably 

practicable manner because there was (1) a depressed real estate market, 
(2) property debt was in excess of value, and (3) uncontradicted evidence 

of a heavily leveraged property where the rent payments were supposed to 

be forthcoming from a declared insolvent entity. Thus, because it was no 

longer reasonably practicable to use the partnership’s property “for profit 

and for an investment,” the Court ordered dissolution of the partnership.  

Fisk Ventures, LLC v. Segal, supra, pág. 3. 
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operate its business in conformity with its LLC Agreement”. Fisk 

Ventures, LLC v. Segal, supra, pág. 4.   

In fact, the Court in Haley v. Talcott [864 A.2d 86 (Del. 
Ch. 2004)] found that although the limited liability 

company was “technically functioning” and “financially 
stable,” meaning that it received rent checks and paid a 
mortgage, it should be dissolved because the company’s 

activity was “purely a residual, inertial status quo that 
just happens to exclusively benefit one of the 50% 

members.” If a board deadlock prevents the limited 
liability company from operating or from furthering its 
stated business purpose, it is not reasonably 

practicable for the company to carry on its business. 
 
Id. 

 

En fin, la evidencia pertinente para la resolución de una 

petición como ésta se basa en el CCRL y su interpretación. En 

ausencia de evidencia documental o la inexistencia de disposiciones 

legales supletorias, entonces, es necesario justipreciar la prueba 

testifical de las partes. Véase, Natanel v. Cohen, 43 Misc.3d 1217(A) 

(2014) 988 N.Y.S.2d 524, 2014 N.Y.  Queda a la discreción del 

Tribunal conceder o denegar la petición de disolución. Díaz Olivo, 

op. cit., págs. 588.  

III 

En el caso de autos, la parte apelante plantea que el Tribunal 

de Primera Instancia erró al desestimar su causa de acción de 

disolución judicial de las compañías de responsabilidad limitada 

apeladas: EMTC y EMT. La determinación del foro primario se basó 

en que las alegaciones comprendidas en la reconvención no 

sostenían el remedio invocado, por no contener “hechos suficientes 

para crear una inferencia razonable de que han ocurrido 

excepcionales circunstancias que amenazan la funcionalidad y las 

operaciones de las compañías demandadas”. De otro lado, EMTC y 

EMT indican que, efectivamente, el compareciente descansa en 

meras generalidades; y que sus alegaciones no superan “la línea 

entre lo imaginable y lo factible”. 
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En nuestra función revisora, al interpretar conjuntamente, de 

forma liberal y de la manera más favorable posible para la parte 

demandante y tomar como ciertos y buenos los hechos bien alegados 

en la reconvención, conforme lo mandata el ordenamiento procesal, 

colegimos que el foro primario no debió desestimar parcialmente la 

reclamación del tercero demandado.  Contrario a lo que afirman las 

entidades apeladas, somos del criterio que las alegaciones sí son 

suficientes para la solicitud del remedio, por lo que la cuestión 

planteada, al menos, debe ser resuelta una vez culmine el desfile de 

prueba.  La Regla 6.1 de Procedimiento Civil regula que las 

alegaciones en la demanda y su contestación sirven para dar noticia 

“sucinta y sencilla” de los hechos, reclamaciones y defensas de los 

litigantes. Además, como dijéramos, aun cuando los estándares 

para la disolución judicial son exigentes, ello no equivale a que las 

circunstancias tengan que ser excepcionales ni tiene que estar 

completamente frustrado el propósito que originó la CRL.  

Como se esboza en las alegaciones citadas, la parte apelante 

imputa la comisión de una secuela de acciones contraproducentes 

a los intereses económicos de la CRL, que parecen trascender las 

meras desavenencias entre sus miembros.  Si tomamos como ciertas 

las alegaciones, entonces, el señor Ruaño Muñoz, fideicomitente de 

Rule con fines contributivos y hereditarios, se unió como miembro 

a EMTC, EMT y HRP mediante una significativa inversión 

económica. A las primeras dos, además, les confirió sendos 

préstamos, evidenciados con sus respectivos pagarés, subordinados 

a un financiamiento de $3,500,000.00.40 Conforme el CCRL, Rule 

aceptó la cesión, mediante donación, de los intereses en la trilogía 

de compañías. Dicha transacción fue notificada y perfeccionada, a 

                                                 
40 Los pagarés son intransferibles, por lo que el demandante original, que dice 

haber renunciado, continuaría como acreedor de los instrumentos. El señor 

Ruaño Muñoz también afirma que no consintió que los pagarés estuvieran 

subordinadas al préstamo de refinanciamiento de $10,000,000.00 ni a la 

capitalización de la acreencia. 
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través de la expedición de tres certificados a favor de Rule y la 

cancelación de los que obraban en favor del señor Ruaño Muñoz.  Se 

alega que, tres años después, las compañías demandadas 

unilateralmente dieron por nulas las transacciones descritas e 

hicieron representaciones falsas a la institución bancaria y al 

Departamento de Hacienda. Estas acciones no se reprodujeron en 

HRP por el impedimento de su junta, compuesta por miembros 

diferentes a las de EMTC y EMT.  Finalmente, Rule solicitó la 

disolución judicial, toda vez que las referidas actuaciones impiden 

“la continuación de los negocios de la entidad conforme los intereses 

de los inversionistas de maximizar su inversión al incorporarse a la 

entidad”.   

Tanto las anteriores alegaciones, como las defensas de los 

demandados, establecen la ruta de un sinnúmero de controversias 

a adjudicar, que, en su día, se probarán o descartarán. A modo de 

ejemplo: si resultó o no eficaz la cesión de interés a Rule y si el 

fideicomiso es o no miembro; si la renuncia del señor Ruaño Muñoz 

fue o no efectiva; si procedía o no la capitalización de la acreencia 

de los pagarés y el efecto sobre el porcentaje de interés de Rule o del 

señor Ruaño Muñoz en las compañías; si existe o no una acreencia 

en favor del señor Ruaño Muñoz y si la misma es exigible.  Conforme 

la estructura organizacional, estas cuestiones deben ser 

examinadas a la luz de los contratos de las compañías de 

responsabilidad limitada, el Capítulo XIX de la Ley Núm. 164-2009, 

la doctrina contractual, así como la prueba documental y testifical 

admisible y pertinente que, en su día, será vertida. Según se 

desprende de las alegaciones, el resultado de la resolución de estas 

controversias podría, incluso, tener un efecto directo en la situación 

de las compañías, tanto económicas como lo relacionado con los 

beneficios de sus miembros.  De ser así, la petición de disolución 
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judicial sería contingente a la resolución de las controversias a 

dirimir.   

Consecuentemente, en aras de la economía judicial, la 

búsqueda de la verdad y el resultado más justiciero para las partes, 

concluimos que la desestimación de la reconvención es prematura.  

Cabe destacar que, a pesar de que el pleito se inició allá para el 23 

de marzo de 2016, luego de más de dos años, apenas se están 

dirimiendo las alegaciones de los litigantes. Por consiguiente, en 

esta etapa temprana del pleito no se justifica la desestimación de la 

reclamación de los apelantes; sino que el tribunal primario podrá 

adjudicarla, luego de justipreciar las cuestiones pendientes, según 

se desarrolle el litigio, a base de la prueba ante su consideración, al 

celebrar un juicio en su fondo.  Procede, entonces, revocar la 

sentencia parcial. 

IV 

 Por los fundamentos expuestos, se revoca la Sentencia Parcial 

apelada. En consecuencia, se devuelve el caso ante el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de San Juan, para la continuación de los 

procedimientos. 

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


